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narios docentes dependientes de la Administración 
Nacional de Educación Pública, que hubieran obteni- 
do la reincorporación de acuerdo a la Ley N* 15.783, 
de 28 de noviembre de 1985, podrán ejercer sus dere- 
chos ante el Banco de Previsión Social, a efectos de 
obtener la pasividad o de modificar su cédula 
jubilatoria, en la forma dispuesta por el artículo 18 de 
la mencionada ley. 

Carp. N* 73/02 - Rep. N* 19/03 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Horacio D. Catalurda 
Secretario 


2) TEXTO DE LA SOLICITUD DE CONVOCATORIA 


“Montevideo, 11 de febrero de 2003. 


Señor Presidente 
de la Asamblea General 
Profesor Luis Hierro López. 


De nuestra consideración: 


Los abajo firmantes solicitamos la convocatoria a una 
Asamblea General el día miércoles 12 de febrero de 2003 a las 
18 hs., para considerar el siguiente asunto: observaciones 
interpuestas por el Poder Ejecutivo al proyecto de ley por el 
que se declara que los funcionarios docentes dependientes 
de la Administración Nacional de Educación Pública, que 
hubieran obtenido la reincorporación de acuerdo a la Ley 
N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, podrán ejercer sus 
derechos ante el Banco de Previsión Social. 


Sin otro particular. 


Marina Arismendi, Danilo Astori, Alber- 
to Cid, Alberto Couriel, Eleuterio 
Fernández Huidobro, Reinaldo Gargano, 
José Korzeniak, José Mujica, Rodolfo Nin 
Novoa, Manuel Núñez, Enrique Rubio, 
Mónica Xavier, Senadores; Ernesto 
Agazzi, Guillermo Alvarez, Roque 
Arregui, Carlos Baráibar, Raquel 
Barreiro, Artigas Barrios, José Bayardi, 
Edgar Bellomo, Juan José Bentancor, José 
Blasina, Brum Canet, Nora Castro, Ri- 
cardo Castromán, Silvana Charlone, 
Guillermo Chifflet, Roberto Conde, Da- 
niel Díaz Maynard, Juan Domínguez, 
Ramón Fonticiella, Luis Gallo, Orlando 
Gil, Gustavo Guarino, Doreen Ibarra, 
Ramón Legnani, José Mahía, Artigas 
Melgarejo, José Mello, Ruben Obispo, 
Jorge Orrico, Darío Pérez, Enrique 
Pérez, Margarita Percovich, Enrique Pin- 
tado, Carlos Pita, Martín Ponce de León, 
Víctor Rossi, Leonel Sellanes, Raúl 
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Sendic, Lucía Topolansky, Daisy Tour- 
né, Diputados.” 


3) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Marina Arismendi, 
Danilo Astori, Honorio Barrios Tassano, Alberto Brause, 
José Carlos Cardozo, Alberto Cid, Ruben Correa Freitas, 
Alberto Couriel, José de Boismenu, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Francisco Gallinal, Guillermo García Costa, 
Reinaldo Gargano, Luis Alberto Heber, Julio Herrera, 
Jorge Larrañaga, Héctor Lescano, Sara López, Ignacio 
Mangado, Rafael Michelini, Pablo Millor, José Mujica, 
Manuel Núñez, María Julia Pou, Walter Riesgo, Enrique 
Rubio, Wilson Sanabria, Juan A. Singer, Orlando Virgili 
y Mónica Xavier, y los señores Representantes Washing- 
ton Abdala, Guzmán Acosta y Lara, Ernesto Agazzi, 
Guillermo Álvarez, Juan Justo Amaro, Gustavo Amen 
Vaghetti, José Amorín Batlle, Fernando Araújo, Beatriz 
Argimón, Roque E. Arregui, Carlos Baráibar, Gabriel 
Barandiaran, Raquel Barreiro, Jorge Barrera, Artigas 
A. Barrios, José Bayardi, Edgar Bellomo, Juan José 
Bentancor, Nahum Bergstein, Ricado Berois Quinteros, 
Daniel Bianchi, José L. Blasina, Nelson Bosch, Brum 
Canet, Julio Cardozo Ferreira, Ruben Carminatti, Nora 
Castro, Roberto Conde, Jorge Chápper, Silvana Charlone, 
Eduardo Chiesa Bordahandy, Guillermo Chifflet, Ruben 
H. Díaz, Miguel Dicancro, Juan Domínguez, Alejandro 
Falco, Ricardo Falero, Alejo Fernández Chaves, Omar 
Ferrari, Ramón Fonticiella, Luis José Gallo Imperiale, 
Daniel García Pintos, Carlos González Álvarez, Gustavo 
Guarino, Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Julio Lara, Félix Laviña, Ramón Legnani, Oscar Magurno, 
José Carlos Mahía, Juan Máspoli Bianchi, Artigas 
Melgarejo, José Homero Mello, Felipe Michelini, Pablo 
Mieres, Ricardo Molinelli, Martha Montaner, Ruben Obis- 
po, Jorge Orrico, Gabriel Pais, Gustavo Penadés, Darío 
Pérez, Enrique Pérez Morad, Enrique Pintado, Carlos 
Pita, Martín Ponce de León, Yeanneth Puñales Brun, 
Sabino Queirós, Glenda Rondán, Víctor Rossi, Adolfo 
Pedro Sande, Diana Saravia Olmos, Leonel Heber Sellanes, 
Gustavo Silveira, Enrique Soto, Lucía Topolansky, Daisy 
Tourné, Jaime M. Trobo, Fernando Vázquez, José L. Veiga 
y Homero Viera. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Carlos 
M. Garat, José Korzeniak, Rodolfo Nin Novoa y Carlos 
Julio Pereyra, y los señores Representantes Ricardo 
Castromán Rodríguez, Daniel Díaz Maynard, Orlando Gil 
Solares, Francisco Ortiz, Ronald Pais, Margarita 
Percovich, Iván Posada, Raúl Sendic y Julio C. Silveira; 
con aviso, los señores Representantes Álvaro Alonso, 
Raúl Argenzio, Roberto Arrarte Fernández, Gustavo 
Borsari Brenna, Tabaré Hackenbruch Legnani, Arturo 
Heber Fiillgraff, Luis M. Leglise, Guido Machado, Ney 
Marín, Alberto Perdomo, María Alejandra Rivero 
Saralegui, Ambrosio Rodríguez, Julio Luis Sanguinetti, 
Alberto Scavarelli, Pedro Señorale, Wilmer Trivel y 
Walter Vener Carboni. 
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4) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 
SEÑOR PRESIDENTE - Está abierto el acto. 
(Es la hora 18 y 10 minutos.) 


- Se va a votar si la Asamblea General levanta el receso 
para celebrar la sesión para la que ha sido convocada. 


(Se vota:) 


-70en 72. Afirmativa. 


5) FUNCIONARIOS DOCENTES DEPENDIENTES DE 
LA ADMINISTRACION NACIONAL DE EDUCA- 
CION PUBLICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el único 
punto del Orden del Día: “Observaciones interpuestas por 
el Poder Ejecutivo al proyecto de ley por el que se declara 
que los funcionarios docentes dependientes de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, que hubieran obte- 
nido la reincorporación de acuerdo a la Ley N” 15.783, de 28 
de noviembre de 1985, podrán ejercer sus derechos ante el 
Banco de Previsión Social, a efectos de obtener la pasividad 
o de modificar su cédula jubilatoria, en la forma dispuesta 
porel artículo 18 de la mencionada ley. (Carp. N*73/02 - Rep. 
N* 19/03).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*73/02 
Rep. N* 19/03 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 

Ministerio de Deporte y Juventud 


Montevideo, 29 de diciembre de 2002. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo se dirige a ese Cuerpo en ejercicio de 
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las facultades que le confiere el artículo 137 de la Constitu- 
ción de la República, a los efectos de observar el proyecto 
de ley que ha tenido iniciativa en el Poder Legislativo por 
el que interpretando el artículo 1* de la Ley N* 16.824, de 30 
de abril de 1997, se declara que los funcionarios docentes 
dependientes de la Administración Nacional de Educación 
Pública, que hubieran obtenido la reincorporación de acuer- 
do a la Ley N” 15.783, de 28 de noviembre de 1985, podrán 
ejercer sus derechos ante el Banco de Previsión Social, a 
efectos de obtener la pasividad o de modificar su cédula 
jubilatoria, en la forma dispuesta por el artículo 18 de la 
mencionada ley. 


El proyecto de ley remitido, no es a juicio del Poder 
Ejecutivo, por las razones que se expondrán, una norma 
interpretativa del artículo 1” de la citada Ley N*” 16.824 como 
se señala en el mismo. 


El artículo 423 de la Ley N* 16.320, de 1” de diciembre de 
1992, declarado inconstitucional por la Suprema Corte de 
Justicia por sentencia N* 338 de 15 de setiembre de 1995, 
recobró su vigencia de acuerdo a lo establecido en la Ley 
N?* 16.824, de 30 de abril de 1997. Dicho artículo establece 
una opción para los funcionarios docentes dependientes de 
ANEP, que hubieran obtenido la reincorporación de acuer- 
doalaLey N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, y ala fecha 
de sanción de la Ley N” 16.320 tuvieran pendiente la ple- 
na recomposición de su carrera funcional. Dicha opción 
consistió en persistir en el reclamo de recomposición de 
carrera u obtener su pasividad o reforma de cédula jubilato- 
ria. 


Un requisito fundamental que habilitaba la opción era 
tener pendiente la recomposición de la carrera administra- 
tiva, requisito omitido en el proyecto de ley sancionado, el 
que permite amparar a un nuevo colectivo como son los 
docentes dependientes de ANEP restituidos sin distinción. 
Por lo tanto, la nueva norma proyectada no es de naturaleza 
interpretativa, implica una modificación de los beneficios 
jubilatorios y por tanto carece de la correspondiente inicia- 
tiva privativa del Poder Ejecutivo establecida en el artículo 
86 inciso 2* de la Constitución de la República. 


A su vez, la norma aprobada crea una situación de 
desigualdad para con los destituidos de otros sectores de 
la actividad pública, estableciendo también una acumu- 
lación de beneficios no prevista en la Ley N* 15.783, a saber, 
la recomposición de carrera y además la modificación de su 
cédula jubilatoria o la obtención de su pasividad con una 
asignación jubilatoria equivalente al 125% de todas las 
asignaciones computables correspondientes al cargo del 
que eran titulares, vigentes al 1? de marzo de 1985. 


Por lo expuesto el Poder Ejecutivo observa por razones 
de inconstitucionalidad el proyecto de ley remitido. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor consideración, 
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JORGEBATLLE IBÁÑEZ, Presidente de 
la República; Guillermo Stirling, Santia- 
go Pérez del Castillo, Didier Opertti, 
Alejandro Atchugarry, Yamandú Fau, 
Leonardo Guzmán, Lucio Cáceres, Al- 
fonso Varela, Gonzalo González, Pedro 
Bordaberry, Saúl Irureta Saralegui. 


PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General, 


DECRETAN 


ARTICULO UNICO.- A los efectos interpretativos del 
artículo 1” de la Ley N* 16.824, de 30 de abril de 1997, 
declárase que los funcionarios docentes dependientes de la 
Administración Nacional de Educación Pública, que hubie- 
ran obtenido la reincorporación de acuerdo a la Ley 
N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, podrán ejercer sus 
derechos ante el Banco de Previsión Social, a efectos de 
obtener la pasividad o de modificar su cédula jubilatoria, en 
la forma dispuesta por el artículo 18 de la mencionada ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Monte- 
video, a 10 de diciembre de 2002. 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Luis Hierro López 
Presidente 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Legis- 
ladora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: vamos a te- 
ner en cuenta para esta intervención el informe que en su 
momento elaborara la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del Senado, en una de las tantas instancias 
en las que consideró este tema. 


El 28 de noviembre de 1983, casi nueve meses después 
de reinstalada la democracia en nuestro país, el Parlamento 
aprobó la Ley N* 15.783, que contemplaba la restitución de 
los destituidos por razones gremiales, ideológicas y políti- 
cas por mera arbitrariedad. Luego de once años de dictadu- 
ra, era necesario reparar en parte la situación de quienes 
habían padecido todo tipo de arbritrariedades, con perse- 
cución, prisión o exilio. El artículo 18 de esa ley permitió la 
posibilidad de que todo funcionario destituido pudiese 
acogerse a la jubilación con una asignación jubilatoria 
equivalente al 125% de las asignaciones computables co- 
rrespondientes. Dicha norma permitió que muchos destitui- 
dos de todas las ramas de actividad se acogieran a la 
jubilación o a la reforma de su cédula jubilatoria. Sin embar- 


ASAMBLEA GENERAL 


12 de febrero de 2003 


go, algunos docentes, maestros y profesores, que habían 
sido destituidos por las razones antedichas, que por tanto 
se encontraban en las condiciones previstas en la ley para 
jubilarse, optaron por reincorporarse a las tareas docentes, 
deseosos de seguir desarrollando sus trabajos en el área de 
la educación -tal como se lo imponía su vocación y su deseo 
de servicio- que, por otra parte, habían sido interrumpidos 
por actos arbitrarios de un gobierno dictatorial. La mayoría 
de este grupo de maestros y profesores restituidos a la 
Administración Nacional de Educación Pública (ANEP), al 
amparo de la Ley N* 15,783, la cual les garantizaba la recom- 
posición de sus carreras docentes y les permitía el desarro- 
llo de su actividad y vocación en una situación del país muy 
diferente a la que habían vivido en su anterior etapa educa- 
tiva, vio frustradas sus expectativas. 


En los hechos, no se tuvo en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 9” de la ley, que establecía para los docentes que en 
los casos “en que no pueda asignárseles el cargo que 
deberían ocupar, tendrán derecho a uno similar, tanto en 
jerarquía como en remuneración”. En consecuencia, la re- 
composición de carrera indicada por la ley se limitó a com- 
putar el tiempo durante el cual estuvieron destituidos, a los 
efectos de alcanzar el grado correspondiente. 


Por otra parte, durante el tratamiento legislativo del 
presente proyecto de ley los delegados de los docentes 
sostuvieron en varias oportunidades que la recomposición 
de sus carreras se desvirtuó en la medida en que se encon- 
traron con sistemas de promoción que implicaban una discri- 
minación hacia los restituidos. Según la exposición de 
motivos de los autores del proyecto de ley original, esos 
obstáculos a la recomposición de las carreras se registraron 
tanto en la evaluación de méritos para los concursos como 
en las condiciones exigidas para los cursos de perfecciona- 
miento o posgrado. En ambos casos, las posibilidades de 
los destituidos respecto a quienes no hubieran sufrido esa 
condición, se verían, ya desde el punto de partida, reduci- 
das o menoscabadas. En este sentido, quiero señalar -para 
que se comprenda- que las posibilidades u oportunidades 
de recomposición de carrera por el camino previsto en las 
normas de cursos y concursos no son las mismas, desde el 
momento en que no existían los méritos o presentación de 
los mismos en los años de la dictadura, y porque los años 
efectivamente trabajados también eran parte de los elemen- 
tos que se tenían en cuenta para acceder a cursos y concur- 
sos. Entonces, los destituidos, al ser restituidos, no conta- 
ban con esos elementos como para poder ingresar y parti- 
cipar en los listados del Instituto Magisterial Superior o en 
los concursos para Directores o Inspectores. 


Fue para superar esos problemas o iniquidades que en 
oportunidad del tratamiento de la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal de 1991, Ley N* 16.320, 
de 1? de noviembre de 1992, el Parlamento aprobó una norma 
-artículo 423- en la cual se establece que los docentes de la 
ANEP que hubieran sido reincorporados al amparo de la Ley 
N* 15.783 y no tuviesen la plena recomposición de sus 
carreras, se les extendía el derecho de optar por dicha ley y 
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ejercer sus derechos ante el Banco de Previsión Social para 
obtener la pasividad o la modificación de su cédula jubilatoria 
en las mismas condiciones que quienes ya se habían jubi- 
lado o reformado su cédula al amparo del artículo 18 de la ley 
del año 1983. 


El plebiscito triunfante de noviembre de 1994 -llamado 
“Plebiscito de los Jubilados”- modificó el artículo 216 de la 
Constitución de la República y de esa manera el inciso 
segundo quedó redactado de la siguiente forma: “No se 
incluirán en los Presupuestos ni en las leyes de Rendición 
de Cuentas disposiciones cuya vigencia exceda la del man- 
dato de Gobierno ni aquellas que no se refieran exclusiva- 
mente a su interpretación o ejecución.” Como consecuen- 
cia, la Suprema Corte de Justicia dictó su sentencia N* 338, 
de 15 de setiembre de 1995, por la cual declaró la 
inconstitucionalidad de diversas normas contenidas en la 
Ley N* 16.320, incluido el artículo 423. De esa manera, lo 
dispuesto en aquella norma, que extendía las posibilidades 
que establecía la Ley N* 15.783 a los docentes de la ANEP 
que aún no hubieren obtenido la recomposición de sus 
carreras, quedó sin efecto. 


Posteriormente, en 1997, se aprobó la Ley N* 16.824, en 
donde se dispone la vigencia del régimen del artículo 423 de 
la Ley N* 16.320 para las personas que al 15 de setiembre de 
1995 no hubieran optado por jubilarse o reformar su cédula 
jubilatoria, pero tampoco hubieran obtenido aún la plena 
recomposición de sus carrerras. Así, para los docentes de 
ANEP que cumplieran las condiciones establecidas, se 
revivieron las posibilidades establecidas en el artículo 423 
de la Ley N* 16.320. 


RESULTADOS.- 


Sin embargo, los resultados obtenidos al amparo de esta 
norma que pretendió ser una solución legislativa a las 
situaciones desiguales e injustas demuestran que se man- 
tuvo la asimetría entre quienes se jubilaron o reformaron su 
cédula jubilatoria en 1983 y quienes optaron por reincorpo- 
rarse a la tarea docente. 


En efecto, ante los expedientes surgidos al amparo del 
artículo 1” de la Ley N* 16.824, de 30 de abril de 1997, que 
revive las posibilidades otorgadas por las sucesivas Leyes 
N* 15.783 y N* 16.320, el Banco de Previsión Social -que 
reconoce expresamente los derechos consagrados a favor 
de los docentes reintegrados- entendió que debía ser el 
CODICEN de la ANEP a quien correspondía señalar, en cada 
caso, si existió o no la plena recomposición de la carrera, 
ateniéndose a lo resuelto por éste. El CODICEN, en un 
dictamen contradictorio con la opinión de su División Jurí- 
dica, entendió que habiéndose reconocido el tiempo de 
duración de la destitución -o sea, los años de destituidos- 
existió una recomposición total de la carrera. 


Por su parte, el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo ha sostenido que no puede considerarse plena recom- 
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posición de las carreras en virtud de los procedimientos 
seguidos, confirmando la necesidad de la reparación esta- 
blecida en la Ley N* 16.824. 


Asimismo, consultada por la Comisión de Seguridad 
Social de la Cámara de Representantes, la Asesoría Letrada 
del CODICEN estimó que las reclamaciones interpuestas 
podían ser solucionables ante el Banco de Previsión Social 
por una nueva disposición legal o por una Comisión que 
estudiara caso por caso. La ley votada por el Parlamento y 
que hoy cuenta con la observación del Poder Ejecutivo, 
motivo por el cual está a consideración de este Cuerpo, es 
una disposición legal que interpreta el artículo 1” de la Ley 
N* 16.824, de 30 de abril de 1997, a efectos de que los 
docentes de la ANEP reincorporados a sus tareas al amparo 
de la Ley N* 15.783 puedan, a partir de esta norma, ejercer 
sus derechos ante el Banco de Previsión Social y obtener su 
jubilación o la modificación de su cédula jubilatoria. 


Por los fundamentos expuestos y creyendo que el cami- 
no es idóneo para la solución de los problemas es que en su 
momento la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, la Cámara de Representantes y la Cámara de Senado- 
res le dieron sanción definitiva a este proyecto de ley que 
hoy tenemos a consideración. 


Luego de expuestos los sucesivos avatares legislativos 
que ha tenido este proyecto de ley que hoy tenemos en 
discusión en la Asamblea General, queremos fundamentar- 
lo desde el punto de vista jurídico, porque en el debate que 
se dio en el Senado -que fue la Cámara que lo consideró en 
último término- existieron diversas interpretaciones acerca 
de cuáles eran las leyes a las que refería y cuál había sido 
el sucesivo desarrollo desde el punto de vista legal. 


(Murmullos en Sala) 


- Pregunto si es conveniente que hable en un tono más 
bajo para que se pueda escuchar o tengo que forzar la voz 
para que se me atienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ruega silencio a los señores 
Legisladores. 


Puede continuar la señora Legisladora Arismendi. 
SEÑORA ARISMENDTLI.- Gracias, señor Presidente. 


Decía que expusimos, aunque parezca un tanto engorro- 
so, las vicisitudes que desde el punto de vista jurídico ha 
sufrido este tema para que quede absoluta constancia de la 
voluntad del Parlamento, expuesta en sucesivas leyes o en 
artículos de leyes que fue aprobando, en el sentido de 
resolver el problema. El Parlamento nacional tuvo, en diver- 
sas oportunidades -desde la ley de restituidos en adelante, 
desde la Rendición de Cuentas que luego fue derogada por 
el plebiscito de reforma constitucional, así como desde 
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otros artículos que se fueron incorporando-, la voluntad 
política para resolver el problema. 


Hoy nos encontramos ante una observación del Poder 
Ejecutivo que no tiene en cuenta que los plazos para presen- 
tarse que establecen algunos de los proyectos de ley, 
concretamente una de las leyes aprobadas, convierten a los 
beneficiarios de esta disposición legal en un universo ce- 
rrado. Esto quiere decir que el argumento que algunas veces 
se esgrimió, en el sentido de que no se sabe y no se tiene 
cómo saber a quiénes se les recompuso la carrera y a 
quiénes no, no tiene un fundamento legal. El mismo desa- 
rrollo de las distintas leyes que se fueron aprobando de- 
muestra que se trata de un universo cerrado de aquellos que 
se acogieron a la ley y se presentaron. Es un universo 
cerrado que, muy por el contrario de tener la posibilidad de 
agrandarse, se haido achicando de la manera más lamenta- 
ble. En el correr de los años, muchos queridos y entrañables 
colegas, con los que compartimos el Instituto Normal, la 
carrera y la vocación docente, asícomo también el deseo de 
reintegrarnos a la tarea docente, a pesar de que teníamos los 
diez años de trabajo que nos permitían acogernos a la 
jubilación con el 125% del salario -tal como nos lo habilitaba 
la ley de restituidos-, optamos por seguir trabajando. Sin 
embargo se trata de un universo cerrado en aquellos que se 
presentaron y, por lo tanto, tienen derecho al beneficio de 
esta ley. 


Nosotros tenemos que analizar -y acá tomo algunos de 
los argumentos de mis compañeros de Bancada de la Cámara 
de Representantes- el texto y el contexto de la norma jurí- 
dica frente a algunos argumentos que también se maneja- 
ron. El texto y el contexto de la norma jurídica señala que la 
voluntad consistía en la posibilidad de jubilarse y la segun- 
da opción que contenía la ley era la recomposición de la 
carrera. Algunos se jubilaron y otros, teniendo la opción de 
recomponer la carrera y de trabajar, la tomaron y eligieron 
volver a las aulas, pero con la diferencia de que no pudieron 
recomponerla. 


Por lo tanto, queremos señalar que hoy tenemos una 
situación en la que el Parlamento nacional entendió, en 
ambas Cámaras, que quien interpreta la ley en primerísimo 
lugar es el Parlamento; que sería absurdo -como en algún 
momento se manifestó- que ante una interpretación suya, 
tuviera prioridad o más derecho a hacerlo un abogado o el 
conjunto de abogados de un Ente o alguna asesoría jurídi- 
ca, dicho esto con todo el respeto que nos merecen. Parti- 
mos de la base de que el mandato que tenemos, entre otras 
cosas, además de legislar, es el de interpretar la ley y que no 
existe en el país, de acuerdo con su Constitución, nadie que 
esté por delante o que tenga prioridad con respecto al 
Parlamento nacional. 


Esta es una ley que, además, en sus diversas considera- 
ciones, ha contado con amplísimas mayorías de los más 
diversos partidos. Por lo tanto, queremos destacar que hace 
bien la Asamblea General en reunirse hoy y discutir el tema. 
En estos días hemos dicho, con mucho dolor, que la no 
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existencia de quórum en la Asamblea General era una falta 
de respeto que el Parlamento se hacía a sí mismo, que el 
debate estaba planteado, que existían el ámbito constitu- 
cional -que era la Asamblea General- y los caminos para 
debatir, contraponer opiniones y votar dando la cara frente 
al posicionamiento que se puede tener frente al veto inter- 
puesto por el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, creo que el Parlamento necesita asumirse 
a sí mismo como lo que es: el más amplio ámbito de represen- 
tación. Además, no debemos acostumbrarnos ni acostum- 
brar a la sociedad, así como tampoco al Poder Ejecutivo -al 
actual o a cualquier otro, gobierne quien gobierne- a que en 
definitiva -y no estoy hablando desde el punto de vista 
legal ni de las potestades que la Constitución da, en cuanto 
ainiciativa, al Poder Ejecutivo, sino al origen de proyectos 
de ley- sólo sean dignas de ser tratadas, debatidas y apro- 
badas aquellas iniciativas que provengan del Poder Ejecu- 
tivo y a que -como lo hemos escuchado en la Legislatura 
pasada y mucho más aún en ésta- en el caso de aquellos 
proyectos que se convirtieron en ley, pero que al Poder 
Ejecutivo por equis motivo no le gustaron, sean observa- 
dos. 


Hasta el día de hoy -me congratulo por ello- no ha 
habido demasiada suerte en el debate franco, honesto, en 
la contraposición de opiniones y en asumir, como lo marca 
la Constitución, el voto con el respaldo que cada uno de 
nosotros tiene, con la responsabilidad que ello implica. Por 
nuestra parte no nos equivocamos y tampoco nos confun- 
dimos ante las dificultades. En lo personal, en el día de ayer 
noté que no todos los parlamentarios recordaban que a 
partir de la reforma constitucional ya no se toman en cuenta 
las mayorías de las dos Cámaras en forma conjunta, sino que 
se requiere el quórum de cada una de ellas. Tampoco he 
olvidado -quizás porque debatí sobre eso, muy 
ardientemente, en contra- que las mayorías que necesita la 
Asamblea General son las de cada Cámara. Repito que no 
nos equivocamos y no olvidamos que estas son las nuevas 
normas que impone la Constitución de la República. Pero 
saludamos a todas aquellas Legisladoras y a todos los 
Legisladores que hoy decidieron concurrir a discutir, a 
intercambiar y, tal como aspiramos y recomendamos a la 
Asamblea General, también a levantar las observaciones 
interpuestas por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CHIFFLET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR CHIFFLET.- Señor Presidente: intentaré ser bre- 
ve, ya que la señora Legisladora Arismendi ha hecho un 
cuidadoso análisis recordando todo el proceso en esta 
Cámara y en el Senado, y la aprobación por mayoría de un 
proyecto de ley que ha vetado el Poder Ejecutivo y que 
tenemos a consideración. Solamente voy a referirme a algu- 
nos aspectos sustanciales de lo que ella indicó, para luego 
hablar, lo más brevemente posible, de los aspectos jurídi- 
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cos, que son, en realidad, los que generan la controversia 
entre los puntos de vista de la mayoría de ambas Cámaras 
y del Poder Ejecutivo. 


Hoy estamos ante la posibilidad de que continúen vi- 
gentes, como desde hace 18 años, algunas sanciones a 
docentes, herencia de una etapa muy sombría para la Repú- 
blica. El proyecto de ley que tenemos a consideración busca 
establecer una reparación a los docentes perseguidos por 
la dictadura. ¿Qué fue lo que pasó? La señora Legisladora 
Arismendi se ha referido en detalle a este asunto y, por lo 
tanto, sólo marcaré algunos aspectos. 


A la salida de las sombras, el Parlamento votó, por una 
mayoría democrática sólida, la Ley N* 15.783, es decir, la de 
reposición de los destituidos. Esto fue en el año 1985. En 
dicha Ley se planteaba una opción que era: o la posibilidad 
del retiro jubilatorio de aquellos docentes que habían sido 
perseguidos o el seguimiento de su carrera con la posibili- 
dad establecida, especialmente y con todo detalle, en el 
Capítulo III, desde el artículo 9 en adelante, en virtud de lo 
cual se aseguraba la recomposición de las carreras. ¿Qué 
sucedió? Lo que ocurrió fue que la recomposición plena de 
esas carreras no se cumplió. Podemos preguntarnos si esto 
se debió a que rigieron, en el criterio de los docentes y de 
algunos que tenían posibilidades de decidir en ese aspecto, 
ciertos conceptos que prolongaban la noche de la dictadu- 
ra. No quiero entrar a analizar eso ahora, pero creo que es 
importante tenerlo presente. En los hechos, los docentes 
que se reincorporaron nunca quedaron en igualdad de 
condiciones con quienes pudieron hacer su carrera durante 
la etapa de la tiranía. En síntesis, la Ley de 1985 no se 
cumplió. En sucesivas leyes, la última de las cuales tenemos 
ahora a consideración, el Parlamento buscó superar ese 
problema. 


Luego de votada la Ley N* 16.824 el Poder Ejecutivo la 
vetó. Yo intenté profundizar en los aspectos jurídicos que 
alega el Poder Ejecutivo y también consulté -porque no soy 
abogado- a algunos juristas. Tengo en mi poder un largo 
análisis que ha hecho el doctor Hugo de los Campos, que es 
un especialista en Seguridad Social. De ese análisis voy a 
leer algunos párrafos que me parecen sustanciales para 
analizar lo que, a mi juicio, es esencial, es decir, los puntos 
de vista opuestos que sostienen, por un lado, el Parlamento 
y, por otro, el Poder Ejecutivo. El doctor de los Campos me 
dice: “Se me consulta sobre el veto interpuesto por el Poder 
Ejecutivo a la ley sancionada por el Parlamento. Los ante- 
cedentes del tema refieren a una secuencia legislativa de 
cierta complejidad, a la que sintéticamente me referiré.” No 
voy a leer esta parte porque es lo que -justamente- ha 
señalado la señora Legisladora Arismendi, pero sí voy a 
referirme a algo que, a mi entender, sí es sustancial. El 
doctor de los Campos indicó que la ANEP reconsideró que 
la recomposición de la carrera administrativa consistía en el 
reconocimiento del tiempo de destitución, criterio clara- 
mente erróneo porque se trata de dos aspectos diferencia- 
les; en tanto que el reconocimiento está dispuesto por el 
artículo 16 de la Ley de 1985, la recomposición de la carrera 
se regula por las normas del Capítulo III, artículos 9* y 
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siguientes, a los que he aludido ya. Luego de la Ley 
N* 16.824, que en su artículo 1% consagró la vigencia de esas 
normas para los que hubieran acreditado ante el Banco de 
Previsión Social, antes de determinada fecha, todos los 
requisitos indispensables para generar prestaciones en la 
seguridad social, el doctor de los Campos me informa que 
la ley sobre la que se le consulta interpretó que los docentes 
reincorporados por la Ley N* 15.783 de 1985, tienen derecho 
a ampararse en sus determinaciones, jubilándose según su 
régimen, o a reformar sus cédulas si ya lo hubieran hecho. 
El Poder Ejecutivo vetó la norma indicando que, al no 
mencionarse en la misma la recomposición de la carrera, no 
interpreta la ley que aprobamos en la Cámara y en el Senado, 
sino que innova, por lo cual la norma aprobada seríaincons- 
titucional y la iniciativa le correspondería al Poder Ejecuti- 
vo. El centro del problema, pues, es resolver si estamos o 
no ante una ley interpretativa. Luego de detallar, el doctor 
de los Campos -no voy a referirme a esto-, en qué caso una 
norma es interpretativa, es decir, cuándo una ley en la que 
hay puntos de vista oscuros o controvertidos puede deter- 
minar con certeza cuál ha sido el sentido de la misma, explica 
claramente que en la norma que tenemos a consideración, la 
falta de la exigencia de la recomposición que fundamenta el 
veto sólo permite asumir como el reconocimiento del Poder 
Ejecutivo que la ANEP nunca efectuó recomposiciones de 
carreras para los docentes reincorporados. Por lo tanto, 
según el doctor de los Campos, esta ley desentraña un 
contenido de significación dudoso bajo el supuesto fáctico 
de que la ANEP no recompuso las carreras administrativas, 
en ejercicio legítimo de la facultad parlamentaria de inter- 
pretar las normas, que es lo que ha hecho el Parlamento. En 
este punto se refiere a las disposiciones constitucionales 
que nos autorizan en ese sentido. El doctor de los Campos 
agrega que cuando el Poder Ejecutivo dice que aquí no hay 
interpretación, sino creación, confunde las leyes de la 
gramática con las de la semántica, y acontinuación hace un 
detalle de todos esos aspectos, luego de lo cual llega a su 
conclusión. Precisamente, en esa conclusión, dice: “A mi 
juicio el artículo 1% de la Ley N* 16.824” -o sea, la que 
tenemos a consideración- interpreta “asumiendo que lo 
único que corresponde a la realidad histórica es lo que se 
consagra, abarcando a todos los docentes a los cuales no 
se efectuó la recomposición de sus carreras. Como se 
desprende de lo expuesto, la cuestión era por cierto dudosa, 
controversial y el Legislador la solucionó con una interpre- 
tación para la cual está facultado” -agrega el doctor de los 
Campos- “por el inciso 20 del artículo 85 de la Constitución 
de la República.” 


Por todo lo expuesto -me parecen convincentes los 
argumentos del doctor de los Campos-, corresponde técni- 
camente el levantamiento de este veto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 
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SEÑOR MIERES.- Señor Presidente: estamos en presen- 
cia de una larguísima historia de discriminación de un grupo 
de docentes -ciudadanos que ejercían la docencia- que 
comienza en la dictadura, es decir, cuando se produjo su 
destitución. Luego, como muy bien señalaban algunos de 
los Legisladores que me antecedieron en el uso de la pala- 
bra, aquellos que optaron por la restitución y por continuar 
ejerciendo su tarea docente, sufren una segunda discrimi- 
nación fundada en el hecho de que la recomposición de la 
carrera docente, más allá de tomar en cuenta la antigiiedad, 
no fue realizada en su plenitud. 


No voy a repetir argumentos que ya se han expuesto 
pero, año tras año, en los avatares legislativos, lo que 
estuvo bastante claro -diría, contundentemente claro- fue 
que la voluntad de los Legisladores siempre fue la de que, 
efectivamente, estos ciudadanos pudieran gozar del dere- 
cho a larecomposición plena de su carrera. Los años fueron 
transcurriendo y, reitero, los avatares legislativos y políti- 
cos fueron postergando ese derecho. En este caso, cuando 
esta Legislatura aprueba esta nueva ley que ha sido vetada 
por el Poder Ejecutivo, existe claramente una voluntad 
manifiesta de que aquel derecho postergado desde 1985 a 
la fecha fuera realmente respetado y efectivizado. Enton- 
ces, desde el punto de vista humano y de la historia de estos 
individuos -hablamos de treinta años si tomamos en cuenta 
desde la destitución y luego una restitución con recompo- 
sición a medias, postergaciones, unas tras otras- podría- 
mos decir que hoy estamos en el último capítulo, cuyo 
resultado final va a depender de la votación de esta Asam- 
blea General. Ese resultado, o bien podrá consagrar esos 
derechos o, por el contrario, dejará por el camino esa pre- 
tensión tan justa. 


Más allá de lo humano, si jurídicamente no existiera 
fundamento para esta Ley que ha sido vetada, podríamos 
pensar que muchas veces ocurren circunstancias que pue- 
den ser muy justas en ese aspecto, pero cuyo cumplimiento, 
de una manera u otra, termina siendo obstaculizado por el 
Derecho. 


La discusión es -claramente- acerca de si esta ley que 
está hoy en consideración en la Asamblea General es de 
carácter interpretativo o no. El fundamento del Poder Ejecu- 
tivo para el veto, ha sido que esta ley trae consigo la 
modificación de un beneficio de seguridad social que com- 
pete asu iniciativa privativa y que, por lo tanto, no corres- 
ponde. En mi opinión, desde el punto de vista formal, no 
caben dudas - y el propio texto de la ley lo establece- de que 
es una ley interpretativa pero, además, de la discusión 
parlamentaria a nivel de Comisión de Seguridad Social de la 
Cámara de Representantes -a iniciativa del señor Represen- 
tante Silveira- surgió la eliminación del segundo inciso del 
proyecto originario, en el que se establecía que el beneficio 
debería recibirse desde la aprobación de esa normativa. Ese 
segundo inciso fue eliminado, justamente, en función de 
que una norma de carácter interpretativo no puede generar 
efectos a partir de su aprobación, sino desde que la norma 
interpretada comenzó a regir. 
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De modo que en la propia historia de la sanción de esta 
ley aparece un elemento muy claro acerca de la voluntad del 
Legislador, que es la de interpretar y, además, el propio 
texto así lo establece. Estamos de acuerdo, también, en que 
no basta con que formalmente existan elementos a favor de 
la interpretación, sino que, además, la ley debe ser 
sustancialmente interpretativa, es decir, en su sustancia 
debe recoger elementos que acrediten que se trata de una 
interpretación. Al respecto, resulta claro que la Ley 
N* 15.783 que reparaba la situación de los destituidos 
estableció dos mecanismos: por un lado, el de acogerse al 
beneficio jubilatorio, en cuyo caso se recomponía la situa- 
ción y se otorgaba una jubilación acorde y, por otro, la 
restitución con la recomposición de la carrera. Aquí es 
donde no se ha cumplido la ley. 


A ese respecto, la ley que hoy estamos discutiendo lo 
que hace es interpretar que aquella disposición de la ley de 
restituidos obliga ala Administración a otorgar unarecom- 
posición completa. Los argumentos por los cuales no se ha 
otorgado dicha recomposición ya han sido manifestados en 
Sala y tienen que ver con la postergación en los sucesivos 
concursos y con que durante el período en que estos 
docentes actuaron, ya restituidos, tenían una clara situa- 
ción de asimetría con respecto a los que habían actuado sin 
haber sido restituidos en ningún momento. 


Entonces, resulta claro que la ley que hoy estamos 
considerando, desde el punto de vista formal es una inter- 
pretación y que, desde el punto de vista sustantivo, tam- 
bién es una interpretación. Esto tira por tierra la objeción 
jurídica del Poder Ejecutivo en cuanto a que se está creando 
un nuevo beneficio de carácter jubilatorio. 


Sin embargo, se trata de justicia y derecho, para con 
ciudadanos que desde hace años pelean tras un beneficio 
que les corresponde por derecho. Hablo de derecho en 
cuanto a que la ley, el marco normativo y la voluntad del 
Legislador siempre, desde 1985 a la fecha, estuvieron clara- 
mente determinadas en el sentido de lo que hoy debemos 
votar, confirmando esta ley y levantando un veto equivo- 
cado jurídicamente, que ha sido interpuesto por este Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: cuando este 
proyecto de ley se trató en la Cámara de Representantes, 
nosotros no lo acompañamos por algunas razones que 
vamos a reiterar ahora, de la manera más sucinta. 


Tenemos claro que -seguramente- aquí las posiciones 
están tomadas y que difícilmente podremos persuadir a 
alguien de que la modifique, pero no podemos evitar plan- 
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tear una consideración jurídica de orden general. 


Tenemos demasiado respeto por el Derecho como para 
considerarnos dueños de la verdad absoluta. En materia 
jurídica, si hay algo cierto es que nunca tendremos en la 
mano... 


Disculpe, señor Presidente, realmente tengo problema 
de cuerdas vocales y más allá de que comprendo que lo que 
voy a decir no sea muy entretenido, solicito que se haga 
silencio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia solicita alos se- 
ñores Legisladores que guarden silencio. 


Puede continuar el señor Legislador Bergstein. 
SEÑOR BERGSTEIN.- Muchas gracias. 


Decía que de lo único que podemos estar seguros en 
materia jurídica es de que nunca vamos a tener en la mano 
toda la verdad. Como decía el maestro Couture, esa debe ser 
nuestra única certeza. Debemos ser conscientes de que 
siempre caerá de entre nuestras manos, como si las tuvié- 
ramos llenas de arena, una cantidad de granos que se 
escurrirán por entre los dedos y que por ahí van a parar a 
manos de nuestros adversarios. 


Lo primero que hay que tener en cuenta es que las leyes 
no son interpretativas porque así se establezca en el mismo 
texto legal. Las leyes serán interpretativas de acuerdo con 
lo que surge de sus características auténticamente 
interpretativas y eso es así en todas las ramas del Derecho, 
incluso en el Derecho Privado, sin ampliar ni restringir los 
alcances de la ley interpretada. En el ámbito legislativo la 
calidad de ley interpretativa no depende de su 
autotitulación. 


¿Por qué decimos que esta ley no es interpretativa? 
Porque modifica aquella otra que supuestamente pretende 
interpretar, modificar e interpretar son dos conceptos dis- 
tintos. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Legislador ? 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deberíamos suspender la sesión 
para llamar a Sala. Cabe recordar que debe haber 50 Diputa- 
dos y 16 Senadores presentes en Sala. La Mesa ha tenido 
cierta elasticidad porque algunos señores Legisladores 
pasan al ambulatorio. 


(Entran a sala varios señores Legisladores) 
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- Se me informa que se ha restablecido el quórum. 
Puede interrumpir la señora Legisladora Arismendi. 
SEÑORA ARISMENDI.- Muchas gracias. 


Señor Presidente: como el señor Legislador Bergstein 
aludía al maestro Couture, yo que no soy jurista pero he 
escuchado tantas veces referirlo, quiero decir lo siguiente. 
Nuestro compañero, el profesor Korzeniak, siempre nos 
enseña que el maestro Couture sostenía que cuando el 
Derecho y la Justicia entraban en contradicción, debía 
primar la Justicia. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: cuando fueron 
las exequias de Goldsmidth -que era la cumbre del pensa- 
miento procesal de su tiempo-, que vino al Uruguay en 1939 
y daba clases en la Facultad de Derecho, el maestro Couture 
expresó: “¡Cuántas veces el Derecho debe conciliarse con 
la paz!” . Y dijo en la misma ocasión que “El amor ala Paz es 
un sustitutivo bondadoso de la Justicia”. Pero, además, 
esta interrupción de la señora Legisladora Arismendi es de 
suma utilidad porque nos recuerda que la Ley N* 15.783, de 
1985, establecía un régimen general para todos los funcio- 
narios públicos, destituidos por razones ideológicas o sim- 
plemente arbitrarias, sin distinción de organismo o activi- 
dad, régimen por el cual se les daba una opción: se reincor- 
poraban con plena recomposición de su carrera administra- 
tiva al organismo en el que se desempeñaban o solicitaban 
el amparo al régimen jubilatorio o la reforma de su cédula 
jubilatoria. Aquella Ley se aprobó en el marco del cambio en 
paz. Fue una de las tantas normas legales que se sanciona- 
ron para pacificar el país, para aquietar los ánimos y 
dejar los apasionamientos. Pues bien; cada uno podrá tener 
hoy su opinión en cuanto a si este conjunto de leyes 
efectivamente logró serenar los ánimos y unirlos. Cabe 
recordar que fueron muchas las leyes que se aprobaron en 
este sentido, ya fueran sobre destituidos o restituidos o 
recomposición de carreras, como así también resoluciones 
administrativas y decretos todas las cuales eran parte del 
cambio en paz. Paraeso está el Derecho: para generar la paz 
y no para generar la confrontación. Esa Ley tenía uno de sus 
puntales en la Ley N* 15.783, de 1985. Como bien se dijo, en 
1992 se aprobó la Ley N* 16.320 que establecía una opción 
para los funcionarios de ANEP. Recordemos que la Ley 
N* 15.783 incluía atodos los funcionarios. Al respecto, me 
permito una digresión: requería la Ley N* 15.783 que se 
hubieran trabajado diez años antes de la destitución pero no 
necesariamente en la ANEP. La persona podía haber traba- 
jado en cualquier otra repartición pública y quizá sólo haya 
estado tres meses en la ANEP. Como dije, solamente 
necesitaba haber trabajado diez años antes de la destitu- 
ción. Pero, la Ley N* 16.320 establecía la opción para los 
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funcionarios docentes de la ANEP -ya no para todos- que 
hubieran obtenido la reincorporación de acuerdo con la Ley 
de 1985 y a esa fecha, o sea a 1992, todavía tuvieran 
pendiente la recomposición de la carrera administrativa. 
Esta Ley quedó anulada -por decirlo de alguna manera- 
porque un fallo de la Suprema Corte de Justicia, de 1995, 
declaró la inconstitucionalidad, entre otras, de la disposi- 
ción que establecía dicha opción. Fue por ello que se 
sancionó una nueva ley en 1997, que es la que hoy venimos 
supuestamente a interpretar y vetada con fundamento por 
el Poder Ejecutivo porque en puridad es una modificación. 
La Ley de 1997 establecía que se debía haber solicitado la 
reincorporación de acuerdo con la Ley de 1985 y tener 
pendiente en 1992 la recomposición de la carrera adminis- 
trativa. Quiere decir que estaba dirigida a aquellos que en 
1992 tenían pendiente la recomposición de la carrera admi- 
nistrativa. En tal sentido, revivía la opción de insistir en su 
reclamo de recomposición de la carrera ante el organismo de 
que dependía, u obtener la jubilación o reforma de cédula al 
amparo de la Ley N” 15.783, en un plazo de 60 días que 
comenzó a regir el 1? de noviembre de 1992. El Banco de 
Previsión Social entendió -a nuestro juicio con toda razón- 
que la recomposición de la carrera administrativa de los 
funcionarios docentes era un tema que correspondía al 
CODICEN, aunque luego fuera el BPS quien debiere modi- 
ficar la cédula jubilatoria. ¿Qué sucede ahora? Esa ley, tal 
como viene bajo el rótulo “Ley interpretativa” no distingue 
ni se limita a quienes no recompusieron la carrera adminis- 
trativa. La ley anterior, de 1997, sólo comprendía a quienes 
no habían recompuesto la carrera administrativa. Dicho sea 
de paso, el CODICEN sostuvo que ha recompuesto estas 
carreras administrativas y que son muy pocos -se podían 
contar con los dedos de una mano- aquellos casos en los 
que no se ha hecho. 


O sea que esta Ley no interpreta sino que modifica y, 
como tal es inconstitucional al carecer de la iniciativa del 
Poder Ejecutivo y además no es retroactiva. Frente a esta 
ley, la Asesoría Legal del Banco de Previsión Social entien- 
de lógicamente que de acuerdo con la ley de 1997 se debía 
tener pendiente la recomposición de la carrera administra- 
tiva para hacer uso de la opción, aspecto que a nosotros nos 
resulta de meridiana claridad y esencial al espíritu de la ley. 
Si vamos a los antecedentes de la ley de 1992 veremos que 
surge lo mismo: había que tener pendiente la recomposición 
de la carrera administrativa. Tan es así, que una de las obje- 
ciones que se hace es que se sostenía que no se hacían los 
concursos. Incluso, en alguna oportunidad escuchamos 
que los tribunales de los concursos en el CODICEN eran 
sesgados en perjuicio de los restituidos, imputación que 
parecía una broma para aquellos que conocemos el funcio- 
namiento de los tribunales de los concursos. De todos 
modos, había que tener pendiente la recomposición de la 
carrera administrativa. Sin embargo, este requisito se omite 
en la ley que tenemos a consideración ya que en ningún lado 
dice que hay que tener pendiente la recomposición de la 
carrera administrativa. Esto se expresa muy claramente en el 
informe de la Asesoría Legal cuando afirma que el requisito 
de tener pendiente la recomposición de la carrera adminis- 
trativa -disculpe, señor Presidente, que insista en este 
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aspecto, pero es un punto clave- se omite deliberadamente, 
lo que habilita el amparo al ar-tículo 18 de la Ley N* 15.783 
a todos los docentes dependientes de la ANEP restituidos 
sin distinción bajo las disposiciones de aquella ley. 


Quiere decir que bajo el membrete de ley interpretativa 
se amplía sustancialmente el ámbito personal de aplicación 
de la norma, tanto para quienes tengan pendientes como a 
los que no larecomposición de la carrera administrativa. Si 
laley noes interpretativa, obviamente hubiera requerido la 
iniciativa del Poder Ejecutivo, tal como este lo indica y 
además no podría ser retroactiva, porque como es sabido, 
la ley interpretativa retrotrae sus efectos a la fecha de la ley 
interpretada. Por otro lado, este amparo jubilatorio significa 
nada menos que el equivalente al 125% de todas las asigna- 
ciones computables correspondientes al cargo del que eran 
titulares, vigentes al 1? de marzo de 1985, tal como lo dice el 
artículo 18 de la ley. Crea una situación de clara desigualdad 
para con los destituidos de otros sectores de Administra- 
ción pública. 


Subrayo que bajo el amparo de esta ley pueden recibir 
todos los beneficios acumulados, desvirtuando la opción 
madre reglamentada en la Ley N* 15.783, 0 sea la recompo- 
sición de carrera e indemnización a raíz de la opción de 
reincorporación. Además, se agrega la asignación jubilatoria 
equivalente al 125% de todas las asignaciones computables 
correspondientes al cargo de que eran titulares, vigentes al 
1” de marzo de 1985. En otras palabras, se otorga la totalidad 
de los beneficios de la reincorporación, más la jubilación 
ideada en aquella época, que era muy especial. Digo “espe- 
cial” porque en el año 1985, si una persona se había jubilado 
antes de que rigiera el Acta Institucional N* 9, cobraba el 
100% del último sueldo, y si lo había hecho después de que 
aquella se aprobara, es decir, con posterioridad a 1979, 
percibía el 70%. De acuerdo a la ley del año 1985, la jubila- 
ción no corresponde al 100% ni tampoco al 70%, sino al 
125% del total de los beneficios jubilatorios. Además, esta- 
blece una nueva injusticia, que me hace dudar y pensar si 
detrás de esta ley, en caso de levantar el veto del Poder 
Ejecutivo, no va a venir... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdone que lo interrumpa, se- 
ñor Legislador, pero es necesario llamar a Sala para recom- 
poner el quórum. 


(Ingresan a Sala varios señores Legisladores) 
- Puede continuar el señor Legislador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Evidentemente, esta norma crea 
una situación de desigualdad para con las personas que en 
su momento fueron destituidas por el régimen de facto en 
los demás sectores de la actividad pública, porque otorga 
un derecho a los docentes del CODICEN destituidos que no 
tiene ningún otro tipo de funcionario público destituido. 
¿Por qué? Porque de acuerdo con esta ley hay una acumu- 
lación de beneficios no prevista en la Ley N* 15.783, relativa 
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alarecomposición de la carrera, y además pueden modificar 
la cédula jubilatoria u obtener la pasividad con una asigna- 
ción jubilatoria equivalente al 125% de todas las asignacio- 
nes computables, a diferencia del resto de los funcionarios 
públicos. 


Me pregunto qué va a pasar si esto se aprueba. ¿Qué van 
a hacer los demás funcionarios públicos? ¿Tenemos que 
prepararnos para una nueva catarata de proyectos? ¿Se van 
a quedar quietos? ¿o tendremos que atenernos a una cata- 
rata de reclamos similares de otros sectores de funcionarios 
públicos? En ese caso, no habría forma de poner un punto 
final. ¿Alguien calculó la dimensión económica de este 
proyecto? Creemos, pues, que obran razones jurídicas y de 
conveniencia para mantener el veto del Poder Ejecutivo. 
Reflexionemos que ahora, vamos a sancionar una ley que 
establece dos categorías de funcionarios públicos, con 
consecuencias económicas gravosas para quienes no están 
comprendidos en los beneficios que ella establece. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SILVEIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR SILVEIRA.- Tuve la ocasión de referirme a este 
tema el 5 de diciembre del año 2000, cuando en esta Cámara 
se estaba tratando este proyecto de ley. En aquel momento 
manifesté mi discordia y la fundamenté, partiendo de la base 
de que uno no se pone a cuestionar si es un reclamo justo 
o no. Creo que el reclamo y la aspiración de los docentes, 
en el sentido de ser contemplados en una ley de este tipo, 
son absolutamente justos. Pero ese no es el problema, sino 
que cada vez que se otorgó un derecho de este tipo y que 
los beneficiarios pudieron gozar de él, hubo una iniciativa 
del Poder Ejecutivo. De acuerdo a lo que establece el 
Artículo 86 de la Constitución de la República, esa iniciativa 
es privativa del Poder Ejecutivo. Desde la reinstauración 
democrática, cada vez que en los sucesivos gobiernos se ha 
tratado de conceder un derecho de este tipo, los proyectos 
de ley han contado con la iniciativa del Poder Ejecutivo. Así 
ocurrió en el primer y segundo gobierno del doctor 
Sanguinetti y también en el del doctor Lacalle. 


Creo que este tema arrancó mal. La discusión se inició en 
el año 2000, en una de las Comisiones que integro de la 
Cámara de Representantes con el tratamiento de un proyec- 
to de ley que no había recorrido el camino natural que 
debieron haber transitado los interesados o quienes impul- 
saron la norma. Se tendrían que haber puesto en comunica- 
ción con el Poder Ejecutivo, pero se lo dejó a un lado. Y se 
pretendió, o se pretende, consagrar mediante una norma sin 
iniciativa del Poder Ejecutivo, un derecho que es justo. ¡Y, 
bueno, el camino del infierno está empedrado de buenas 
intenciones! Tal como dije en diciembre del año 2000, si se 
aprueba esto, lo único que vamos a darle a los docentes que 
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pretenden ser amparados son falsas expectativas. Ellos 
deben saber -y nosotros también- que el final de esta 
historia es un periplo de cinco años de recorrer juzgados 
para que la Suprema Corte de Justicia les termine diciendo 
que no tienen derechos, porque el proyecto de ley que les 
dio la posibilidad de presentarse y solicitar el beneficio 
establecido, no contó con la iniciativa del Poder Ejecutivo 
que requiere el artículo 86 de la Constitución. Eso no lo 
podemos manejar nosotros, porque son los límites que el 
Soberano nos puso alos Legisladores, porque entendió que 
en este tipo de temas la competencia es sólo del Poder 
Ejecutivo. Creo que esto ha sido sabio, porque después de 
levantado el veto -o no-, en el supuesto caso de que se 
levantara, deberían llover proyectos de este tipo -coincido 
con lo expresado por el señor Legislador Bergstein- ampa- 
rando, no a los docentes, sino a los otros funcionarios - 
como, por ejemplo, a los de AFE, a los del Puerto, a los de 
los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y Salud 
Pública- para que todos tengan el mismo derecho. Enton- 
ces, el Constituyente no nos dio ese derecho de legislar en 
materia jubilatoria, porque sabiamente entiende que es in- 
herente al Poder Ejecutivo, que es el que tiene, en última 
instancia, la responsabilidad de la administración económi- 
ca del país. Nosotros, con nuestras mejores intenciones, 
podemos, en el peor de los casos, generar una catástrofe 
económica. Pero el peor de los casos no se va a dar y el mejor 
de los casos va a ser el periplo que tendrán que recorrer 
estos docentes para que dentro de unos años les terminen 
negando un derecho. Cuando eso suceda, se preguntarán 
sino hubiera sido mejor empezar al revés. Si los tres Gobier- 
nos democráticos anteriores tuvieron iniciativa del Poder 
Ejecutivo, ¿por qué se comienza la Legislatura en forma 
cambiada con un proyecto de ley que nace en el Poder 
Legislativo? Si eludimos el tema del diálogo con quien tiene 
la iniciativa privativa en esta materia, estamos condenando 
alos beneficiarios al fracaso y a años de frustración de sus 
expectativas. Entonces, no les voy a mentir. Quisiera poder 
votarles este derecho, pero para hacerlo necesito la inicia- 
tiva del Poder Ejecutivo; de lo contrario, les estoy mintien- 
do. 


SEÑOR CHIFFLET.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Legislador? 


SEÑOR SILVEIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR CHIFFLET.- Señor Legislador: creo haber enten- 
dido muy claramente. No voy a reiterar los aspectos jurídi- 
cos, pero aquí hay dos posiciones que se sostienen con 
fuerza y creo que el tema efectivamente es controversial. No 
obstante, con la misma honradez con que algunos Legisla- 
dores sostienen que la iniciativa corresponde al Poder 
Ejecutivo, hay técnicos a los que he consultado que me 
dicen exactamente lo contrario, por lo que hay más de una 
opinión. Quizá tengamos que dar alguna señal más, porque 
hoy vamos a votar y espero que se levante el veto. Sin 
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embargo, si así no fuera, es evidente que la Cámara de 
Representantes en varias oportunidades, por mayoría, se 
ha pronunciado diciendo que debía votarse una solución, 
porque esta es -como señala el señor Legislador- una causa 
justa. El lo ha reiterado ahora y lo ha dicho en oportunidad 
anterior. ¿Significa eso, a juicio del señor Legislador, que 
tendremos iniciativa del Poder Ejecutivo si a este proyecto 
no se le levantara el veto hoy? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA.- No sé si se recorrieron los caminos 
pertinentes o no. Lo que sí me voy a permitir -porque me da 
la impresión de que corresponde hacerlo- es recordar algu- 
nas de las declaraciones y posturas emitidas por distintos 
señores Senadores, no de mi fuerza política, en oportunidad 
de la sanción de la Ley N* 16.284, en relación a las modifi- 
caciones que se pretendía introducir a la ley hoy 
seudointerpretada. Decía el entonces señor Senador 
Sarthou, Representante de la Bancada del Frente Amplio en 
el Senado y miembro de la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social, además de integrante de la Cátedra de 
la Facultad en esa área: “La Comisión encomendó la gestión 
ante el Ministerio correspondiente, debido a la necesidad 
de una iniciativa que por las disposiciones constituciona- 
les era del Poder Ejecutivo. En nombre del Frente Amplio, 
queremos señalar nuestro compromiso de apoyo a un pro- 
yecto que corrija este artículo y que obviamente requeriría 
iniciativa del Poder Ejecutivo.” 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Legislador? 


SEÑOR SILVEIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: a propósito de 
lo que está diciendo el señor Legislador Silveira, voy a leer 
dos líneas de la Teoría General de la Ley, del doctor Gonzalo 
Aguirre, que hace referencia también al profesor Valdés 
Costa y que dice así: “Si la ley interpretativa lo es de una ley 
anterior, es auténtica y tiene efecto desde la fecha de la ley 
interpretada, pero debe tratarse de una verdadera interpre- 
tación y no de una modificación de dicha ley, disfrazada de 
ley interpretativa, en cuyo caso será retroactiva y, por tal 
causa -en ciertos casos-, podrá ser declarada inconstitucio- 
nal. Este tipo de leyes interpretativas, no obstante contener 
una interpretación auténtica, también pueden ser declara- 
das inconstitucionales”. Luego, al pie de la página hay una 
remisión al curso de Valdés Costa, página 247, del cual se 
desprende que Valdés Costa añade que en la doctrina 
tributaria “es unánime la opinión de que la retroactividad 
sólo es procedente cuando la nueva norma es efectivamente 
interpretativa, y no tiene ningún valor la autocalificación, 
que no es necesaria ni suficiente...”. 
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Nos reconforta estar en tan ilustre compañía, en cuanto 
a la inconstitucionalidad de la ley. 


Eso es lo que quería decir. 
Gracias, señor Legislador. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Legislador? 


SEÑOR SILVEIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR MICHELINI.- He escuchado con atención esta 
discusión acerca de si el Parlamento puede interpretar o no 
y si tenemos iniciativa o no del Poder Ejecutivo. Es intere- 
sante hacerlo, en la medida en que algunos Legisladores de 
esta Asamblea General no han compartido otras legislatu- 
ras. Vale recordar, entonces, cuando en 1994 un conjunto de 
ciudadanos promovió una reforma constitucional y se de- 
rogó una serie de aspectos legislativos vinculados a la 
Seguridad Social. Si mal no recuerdo, en 1997, el señor 
Presidente de la República, en ese momento el doctor 
Sanguinetti, envió una iniciativa para que todos los bene- 
ficios que había anulado en su oportunidad esa ley, fueran 
repuestos. Entonces, esa iniciativa también fue para este 
caso. Ahora -¡vaya sorpresa!- la Administración, en este 
caso el Banco de Previsión Social, dice que interpreta otra 
cosa. Pero en las otras reparticiones y administraciones 
cumplieron con la ley que el Presidente Sanguinetti había 
mandado -ahí estaba la iniciativa- y que este Parlamento 
aprobó en ambas Cámaras. Se dice que el Parlamento no 
puede interpretar, ¿pero el Banco de Previsión Social sí? 
¿Cómo es la cosa? ¿La Asamblea General no puede interpre- 
tar, pero el Banco de Previsión Social sí? Entonces, creo que 
hay algo que está mal. El Banco de Previsión Social interpre- 
ta mal y el Parlamento, a través de sus Cámaras, corrige la 
plana. Pero no lo hace de la noche a la mañana, sin pregun- 
tar, sin consultar o sin atender; no lo hace así, sino que 
consulta, y tan así es que en la Cámara de Senadores 
pasamos muchos meses pidiendo al Banco de Previsión 
Social que si encontraba una redacción alternativa -¡vaya 
que somos generosos los Senadores!-, nos la acercara para 
corregir los aspectos que dicha Institución decía que se 
podían arreglar. Pero en ningún momento dijo que lo que se 
estaba haciendo por parte del Parlamento era ilegal, o que 
teníamos una actitud de tratar de reparar algo que no era 
justo. Sí decía que esto era justo, pero que se debía mejorar 
la redacción, más allá de lo que pueden ser los diferentes 
informes; estoy hablando de la voz del Banco, o sea, de su 
Directorio. Transcurren los meses, no se actúa, el Senado de 
la República aprueba lo que resolvió la Cámara de Repre- 
sentantes, y ahora nos dicen que la iniciativa no está. La 
misma fue enviada en su momento por el entonces Presiden- 
te de la República, doctor Sanguinetti, aprobándose la ley 
ajustada a Derecho, y los Directores del Banco quieren 
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decir ala nación que ellos están por encima de la ley. No lo 
están; todos estamos sujetos a ella y tan así es que este 
Parlamento interpreta que eso estaba incluido en aquella ley 
que ahora el Poder Ejecutivo veta. Yo entiendo las razones 
económicas, las necesidades, las angustias y lo que está 
viviendo el Poder Ejecutivo y el país; por eso el Senado, 
durante muchos meses, esperó esto. Pero ya no se puede 
esperar más. 


Entonces, el Parlamento tiene la voluntad de interpretar; 
lo ha hecho en cada una de sus Cámaras y hoy va a levantar 
el veto. Y el Poder Ejecutivo, los Senadores y los Diputados 
que sabemos que esto es justo, deberíamos hacer lo que 
hace muchos años -ya no meses- tendríamos que haber 
hecho: corregir esto y decirle al país y a los maestros que 
en 1997, cuando se votó la ley, ellos también estaban 
incluidos, porque el Mensaje firmado por el entonces Pre- 
sidente, doctor Sanguinetti, así lo expresaba. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA.- Señor Presidente: pretendo redon- 
dear mi exposición haciendo una breve referencia al hecho 
de que creo que el problema que tenemos no lo podemos 
resolver nosotros; que requerimos de esa iniciativa y que 
hoy la gente y los beneficiarios podrán tener alguna duda, 
pero a medida que pasen los años se acordarán de quién los 
aconsejó bien y quén los aconsejó mal. 


Esta ley vetada por el Poder Ejecutivo no es interpretativa 
y esa es su deficiencia. Digo esto, porque al no ser 
interpretativa y al eludir un requisito para brindar un dere- 
cho, ingresa en una materia de iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo, que es la relativa a las causales, a los cómputos 
y alos beneficios jubilatorios. De esta manera, nos pondría- 
mos el tentador disfraz, a los efectos interpretativos, de 
ingresar en una materia que no nos corresponde. Entonces, 
no estamos solucionando la injusticia, sino consagrándola. 
El camino que debemos recorrer es, a mi criterio, el mismo 
que hace tres años recomendé a esta Cámara cuando no 
existían los problemas que hoy existen. En esa oportunidad, 
pedí a esta Cámara, tal como antes lo había hecho a la 
Comisión de Seguridad Social, que no recorriéramos este 
camino, sino que hiciéramos una minuta de comunicación al 
Poder Ejecutivo reclamándole la iniciativa que se requiere. 
¿O para quedar bien con los docentes vamos a votar una ley 
oa levantar un veto que, en definitiva, no les va a servir de 
nada? Tengan por seguro que haciendo las cosas bien y 
poniendo la responsabilidad en manos de quien la tiene o 
de quien manda la Constitución, no vamos a quedar mal 
parados, siesoeslo que preocupa. Porque si lo que preocu- 
para fuera solucionar el tema, también se habría errado el 
camino. 


Era cuanto quería manifestar. 
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SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: hemos votado por 
la negativa este proyecto de ley en ocasión de ser conside- 
rado por el Senado de la República, y lo hicimos en base a 
dos consideraciones que, a nuestro modo de ver, fueron 
determinantes para pronunciarnos de la manera en que lo 
hicimos. En alguna medida, estas dos razones principales 
ya han sido comentadas por los señores Legisladores 
preopinantes. La primera de ellas es la clara 
inconstitucionalidad del proyecto de ley y la segunda es 
que, a nuestro juicio, es claramente injusto. 


Se trata de un tema muy complejo, del que no es fácil 
Opinar. Quienes defienden esta norma se han visto obliga- 
dos a leerinformes de las Comisiones y opiniones jurídicas 
que procuran dar una respuesta a favor de ese proyecto de 
ley. Esto demuestra claramente que estamos frente a una 
situación muy compleja desde el punto de vista jurídico. 
Todo esto lo digo con el mayor respeto por quienes opinan 
que esta iniciativa es constitucional. Aquí coincido con la 
opinión del señor Legislador Bergstein, quien señaló que, 
en materia de Derecho, nadie puede decir que tiene la verdad 
en sus manos. 


Como decíamos, este es un tema complejo y para enten- 
derlo en toda su profundidad, debemos partir de la base de 
que en el proyecto de ley que ha sido observado por el Poder 
Ejecutivo se hace una referencia expresa al artículo 1* de la 
Ley N* 16.824, de 30 de abril de 1997. Precisamente, en un 
artículo único se dice lo siguiente: “A los efectos 
interpretativos del artículo 1 de la Ley N* 16.824, de 30 de 
abril de 1997, declárase que los funcionarios docentes 
dependientes de la Administración Nacional de Educación 
Pública, que hubieran obtenido la reincorporación de acuer- 
do ala Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, podrán 
ejercer sus derechos ante el Banco de Previsión Social, a 
efectos de obtener la pasividad o de modificar su cédula 
jubilatoria, en la forma dispuesta por el artículo 18 de la 
mencionada ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay número para seguir cele- 
brando sesión, ya que hay 49 señores Representantes en 
Sala y se requiere la presencia de 50. 


(Se está llamando a Sala) 
(Entran a Sala varios señores Legisladores) 
- Puede continuar el señor Legislador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- Como venía diciendo, se advierte una 
referencia expresa al artículo 19 de la Ley N* 16.824. Pero 
entiendo que para poder comprender la norma, tenemos que 
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partir de la lectura de dicha disposición, a los efectos de 
demostrar cómo se configura la inconstitucionalidad con 
este proyecto de ley. Si me permiten, me voy a tomar la 
libertad de leer el artículo 1” de la Ley N* 16.824. 


Allí se dice: “Artículo 1”.- Los regímenes especiales en 
materia de causales, promedios, cómputos, topes e incom- 
patibilidades que establecieron las Leyes 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992, y 16.462, de11 de enero de 1994, y que 
en cumplimiento del acto plebiscitario del año 1994 fueron 
calificados como inconstitucionales por la Suprema Corte 
de Justicia, de acuerdo con la Sentencia 338 del 15 de 
setiembre de 1995, se considerarán vigentes respecto de 
aquellas personas, que a la fecha indicada, han acreditado: 


A) la configuración de todos y cada uno de los extremos 
que la referida normativa regulara para acordar las presta- 
ciones y demás beneficios jubilatorios; y 


B) la presentación, cuando correspondiere, de la consi- 
guiente solicitud de amparo”. Y termino aquí la lectura del 
artículo. 


Queda claro que esta norma consagra un derecho para 
los que, habiendo sido reincorporados a la luz de la Ley 
N* 15.783, a la fecha de la sanción de la Ley N* 16.320, es 
decir, al 1? de noviembre de 1992, tuvieran pendiente la 
plena recomposición de la carrera. Este es el requisito 
primordial establecido en el artículo 19 de la Ley N* 16.824. 
De manera tal que la ausencia de este requisito en el proyec- 
to de ley que está a consideración de la Asamblea General, 
hace que claramente se esté agregando una nueva causal. 
Esta omisión está amparando a un colectivo nuevo de 
docentes que fueron restituidos sin distinción, pero que 
tienen pendiente la plena recomposición de la carrera. 


Por lo tanto, al estar ausente ese requisito que para la 
Ley N* 16.824 es fundamental, el proyecto de ley que esta- 
mos considerando -como dije- crea una nueva causal 
jubilatoria. Al hacerlo sin iniciativa del Poder Ejecutivo 
-iniciativa con la que había contado la Ley N* 16.824-, esta 
disposición es claramente inconstitucional. 


Este es, a nuestro modo de ver, el enfoque jurídico y 
la correcta interpretación del proyecto de ley, dentro del 
contexto de las normas que están siendo consideradas, en 
especial, la Ley N” 16.824. Reitero que ante la falta de 
iniciativa del Poder Ejecutivo, aquí se configura claramente 
el segundo inciso del artículo 86 de la Constitución de la 
República, que exige tal iniciativa cuando se plantean 
causales en materia jubilatoria. Esto vaya dicho desde el 
punto de vista estrictamente jurídico. 


Por otro lado, debemos preguntarnos cuál es en realidad 
la cuestión planteada por este proyecto de ley. ¿Por qué 
pretende amparar a un grupo de docentes? Ocurre que, 
como decía, la Ley N” 16.824 requería la configuración de 
todos los extremos que en su momento eran necesarios alos 
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efectos de la recomposición de la carrera y, al mismo tiempo, 
era un requisito esencial tenerla pendiente. Luego, esa 
recomposición debía ser actualizada en forma plena. Sin 
embargo, ocurre que a muchos docentes que reclamaron, la 
recomposición de la carrera les fue negada por la Adminis- 
tración Nacional de Enseñanza Pública, es decir, por el 
organismo del cual dependían y el único que les podía 
recomponer la carrera. Ningún otro organismo puede re- 
componer la carrera a los funcionarios que no dependen 
jerárquica o funcionalmente de él. A estos docentes se les 
recompuso la carrera, pero después no estuvieron de acuer- 
do y consideraron que se estaba cometiendo un acto de 
injusticia. Más allá de esto, cuando el órgano que es el 
encargado de expresarse en cuanto a la solicitud de la 
recomposición de la carrera se expide y no se está conforme 
con esa decisión, ¿cuál es el remedio jurídico frente a ese 
acto administrativo con el cual se está en desacuerdo? El 
remedio jurídico es interponer los recursos administrativos 
y, eventualmente, si el jerarca de la Administración confir- 
ma, entonces el Derecho acuerda el remedio correspondien- 
te, que es la acción de nulidad ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


Esos docentes que no estuvieron conformes y conside- 
raron que la recomposición de sus carreras no había sido 
plena, tenían la posibilidad de recurrir y no lo hicieron; 
ahora, frente a aquellos que no lo hicieron, este proyecto de 
ley pretende subsanar esa omisión. 


Dada esta situación, quiero reiterar que el único organis- 
mo que podía recomponer plenamente la carrera de estos 
docentes y entendió que la misma no era procedente -o al 
menos no era procedente como lo pretendían esos docen- 
tes-, era la ANEP y que de ninguna manera esa decisión se 
podía trasladar al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR FALERO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Falero. 


SEÑOR FALERO.- Señor Presidente: al comienzo de su 
exposición el señor Legislador Brause manifestó, haciendo 
caudal de lo expresado por el señor Legislador Bergstein, 
que en definitiva y de acuerdo con opiniones de destacados 
juristas en este tema, nadie es propietario de la verdad. A 
partir de allí, ha abonado en torno a una de las tesis que se 
manejó con respecto al tema jurídico que seguramente está 
en contraposición con otra de las tesis que está en discu- 
sión. 


Como aquí se trata del tema de la verdad, podemos 
señalar que existe una verdad que es absolutamente incon- 
trastable, más allá de los temas jurídicos que se manejan. ¿Y 
cuál es esa verdad? Que durante el régimen de la dictadura, 
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al igual que en otros organismos del Estado, en la Educación 
hubo una enorme cantidad de personas destituidas por 
razones ideológicas. Una vez terminado dicho régimen y 
dictada la ley correspondiente, muchos fueron reintegra- 
dos a sus puestos y recompuestas sus carreras administra- 
tivas. Lo cierto es que, sin embargo, y pese a la voluntad 
expresa, tanto de la Cámara de Representantes como de la 
Cámara de Senadores, muchos de quienes tenían derecho a 
que se recompusieran sus carreras y a que fueran recono- 
cidos todos los derechos que les fueron afectados por la 
dictadura no han logrado eso. Esa es la verdad, más allá de 
la verdad que maneje una tesis jurídica. Lo real es que existe 
una cantidad de funcionarios docentes que fueron afecta- 
dos en sus derechos legítimos por la dictadura y el deber del 
Parlamento es corregir, como lo hizo en tantos casos, esa 
enorme injusticia. A ello es que estamos abocados y no a 
determinar cuál es la tesis jurídica que tiene razón o no. 
Aspiramos a que, en honor a la verdad, hagamos justicia 
con estos docentes y me parece que esa es la tarea más 
importante que tenemos por delante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- El señor Legislador Falero se me 
adelantó a analizar la razón de justicia que se ha invocado 
en forma reiterada para justificar este proyecto de ley. 
Adelanté al inicio que iba a cuestionar el proyecto de ley por 
razones constitucionales y, además, por razones de injus- 
ticia, porque considero que aprobar este proyecto de ley es 
francamente injusto. 


De manera que voy a continuar con la exposición y en su 
momento le contestaré al señor Legislador Falero. 


Siguiendo con el hilo del argumento, a nuestro modo de 
ver, el único organismo que podía recomponer la carrera a 
estos docentes era la Administración Nacional de Enseñan- 
zaPública. De ninguna manera, el Banco de Previsión Social 
podía sustituir o reemplazar a la ANEP en esa calidad. En 
definitiva, visto que un grupo de docentes no acudieron por 
el camino que el Derecho les confiere a todos aquellos que 
están en desacuerdo con actos administrativos, lo que 
pretende, entonces, este proyecto de ley es subsanar esa 
omisión y, por tanto, hacer accesible a este grupo de docen- 
tes el beneficio que la Ley N* 16.824 les dio en forma 
exclusiva a aquellos que tenían la carrera plenamente 
reconstituida. Esto fue, simplemente, por la circunstancia 
de no estar de acuerdo con la decisión que ANEP le dio a la 
solicitud de estos docentes que ahora se verían beneficia- 
dos por este proyecto de ley. En definitiva, el proyecto de 
ley, con esta situación -que a nuestro modo de ver es 
claramente inconstitucional-, de levantarse las observacio- 
nes del Poder Ejecutivo, ampararía a un colectivo de docen- 
tes sin distinción, tengan o no la carrera recompuesta. 


Se mencionó que este es un proyecto de ley justo, que 
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hace justicia. Aquí ingreso al segundo aspecto que quería 
señalar. A nuestro juicio, este proyecto de ley no es justo, 
sino que, por el contrario, es claramente injusto. ¿Por qué? 
Porque determina una situación de desigualdad y, por tan- 
to, de enorme injusticia con otros sectores de la actividad 
pública, creando por acumulación los dos beneficios que la 
Ley N* 15.783, de destituidos, había establecido. Esta últi- 
ma, sancionada en 1985, tuvo la enorme virtud -como bien 
lo señalaba el señor Legislador Falero- de dar una solución 
a todos aquellos funcionarios públicos que habían sido, de 
una manera u otra, perjudicados por la dictadura militar. 
Tuve el honor, en aquel entonces, como integrante de la 
Cámara de Representantes, de votar la Ley N* 15.783. Pero 
quiero que quede claro que dicha ley, para dar una respues- 
ta justa a todos aquellos funcionarios públicos persegui- 
dos por la dictadura, estableció una opción entre dos alter- 
nativas: la de reingreso y reconstitución de la carrera fun- 
cional, por un lado, y la del amparo jubilatorio con el 
beneficio de un incremento del 125 % sobre todas las 
asignaciones jubilatorias, por otro. Quiere decir que era una 
opción entre dos alternativas. Así fue como, efectivamente, 
cerca de treinta mil funcionarios pudieron volver a cumplir 
funciones y recomponer su carrera funcional y hubo otros 
que decidieron jubilarse con el beneficio del aumento del 
125 % sobre todas las asignaciones computables. Reitero 
que hubo que optar entre dos alternativas. Así fue siempre 
y esto se dio, inclusive, con las leyes posteriores que se 
sancionaron en la materia. Ninguna de ellas estableció que 
en lugar de la opción era posible la acumulación. De manera 
que, de consagrarse este proyecto de ley con los votos 
necesarios para levantar las observaciones del Poder Eje- 
cutivo, claramente se está haciendo una injusticia con los 
miles de funcionarios públicos que hicieron una opción de 
acuerdo con la Ley N* 15.783. Resulta que a un grupo de 
docentes le estamos dando la posibilidad de acumular, ya 
que optaron por el reingreso a la función pública y la 
recomposición de la carrera y ahora, además, pueden optar 
por la jubilación, con el beneficio consagrado por la Ley 
N* 15.783. Reitero que desde el punto de vista de la justicia 
es realmente injusto, no para los funcionarios docentes de 
ANEP que ahora, de aprobarse esto, pudieran ampararse a 
la norma, sino frente a todos los miles de funcionarios 
públicos que no tuvieron el privilegio de la acumulación. 


SEÑOR CHIFFLET.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Legislador? 


SEÑOR BRAUSE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Chifflet. 


SEÑOR CHIFFLET.- Es para que queden claras ambas 
posiciones. En la ley aprobada en 19853 se establece, como 
dice el señor Legislador Brause, una opción: podían jubilar- 
se O reincorporarse a la docencia. Estos últimos debían 
hacerlo con la perspectiva de la recomposición de su carre- 
ra, como lo establece todo el Capítulo III, al que aludí en mi 
exposición. Esta era la idea del Legislador, es decir que los 
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docentes que siguiendo su vocación se reintegraban, te- 
nían derecho a la recomposición de la carrera. Como se 
comprobó que no se había realizado la recomposición de las 
carreras en unos cuantos casos, el Legislador optó por la 
ley. 


Esta es la discrepancia que tenemos con el señor Legis- 
lador Brause y tenía la intención de que quedara constancia 
de ello en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- No quiero reiterar la argumentación al 
respecto. Está claro que más allá de las normas y de su 
interpretación, la Ley N* 15.783 estableció una opción entre 
dos alternativas. Además, frente al argumento de que 
quienes no entendieron que la plena recomposición de su 
carrera funcional no se había verificado, existe claramente 
la posibilidad de recurrir ese acto administrativo de acuerdo 
con las soluciones que confiere el Derecho. Sin embargo, no 
lo hicieron. Ahora se procura, a través de una nueva norma, 
subsanar esa omisión. Este argumento ya lo he expuesto y 
lo que ahora estoy fundando es mi interpretación sobre la 
afirmación de que esto sea justo porque le da una respuesta 
a un grupo de funcionarios docentes. A mi juicio, no le da 
ninguna respuesta; por el contrario, ignora atodos aquellos 
otros miles de funcionarios públicos que, amparándose en 
una u otra alternativa, se acogieron alo dispuesto por la Ley 
N* 15.783 y, eventualmente, a aquellas otras normas jurídi- 
cas mencionadas como, por ejemplo, la Ley N* 16.820. 


En definitiva, señor Presidente, a nuestro modo de ver y 
de acuerdo con las consideraciones que ya hemos expuesto 
en el Senado de la República, que acabo de fundar en esta 
exposición, considero que la Asamblea General debería 
confirmar las observaciones del Poder Ejecutivo basándo- 
se, en primer lugar, en que este proyecto de ley consagra ... 


(Suena la campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay número para continuar la 
sesión. 


Se está llamando a Sala. 
(Ingresan a Sala varios señores Legisladores) 
- Puede continuar el señor Legislador Brause. 


SEÑOR BRAUSE.- En conclusión, decía, señor Presi- 
dente, que la Asamblea General debería confirmar las obser- 
vaciones del Poder Ejecutivo en base a dos órdenes de 
razonamientos. En primer lugar, porque este proyecto de ley 
consagra una nueva causal jubilatoria sin iniciativa del 
Poder Ejecutivo y esa materia le es privativa, tal como se 
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consagra en el inciso segundo del artículo 86 de la Consti- 
tución de la República. En segundo término, al conferirse a 
estos docentes el doble beneficio de la Ley de Destituidos, 
se consagra una gran injusticia frente a todos aquellos 
funcionarios públicos que sólo se beneficiaron de una sola 
alternativa: u optaron porel reingreso y la recomposición de 
la carrera, o por la jubilación con el beneficio que establecía 
la Ley N* 15.783. 


Muchas gracias. 
SEÑORA CASTRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Legis- 
ladora. 


SEÑORA CASTRO.- Sugiero que se pase a votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a proceder atomar la vota- 
ción nominal. 


El voto por la afirmativa significa el levantamiento del 
veto y el voto por la negativa mantiene las observaciones 
del Poder Ejecutivo. 


Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑORA ARISMENDI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ASTORLI.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR BARRIOS TASSANO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR BRAUSE.- Voto por la negativa. 

SEÑOR CARDOSO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CID.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Voto por la negativa. 
SEÑOR COURIEL.- Voto porla afirmativa. 
SEÑOR DE BOISMENU.- Voto por la negativa. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Voto por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR GALLINAL.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR GARGANO.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑOR HERRERA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LESCANO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA LOPEZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MANGADO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MICHELINI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MILLOR.- Voto por la negativa. 
SEÑOR MUJICA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR NUNEZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR RIESGO.- Voto por la negativa. 
SEÑOR RUBIO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR SANABRIA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SINGER.- Voto por la negativa. 


SEÑOR VIRGILI.- Voto por la negativa. 


SEÑORA XAVIER.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Voto por la negativa. 
SEÑOR AGAZZI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR AMARO.- Voto por la negativa. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.- Voto por la negativa. 


SEÑOR ARAUJO.- Voto por la negativa. 
SEÑORA ARGIMON.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ARREGUI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BARAIBAR.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA BARREIRO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR BARRERA.- Voto por la negativa. 
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SEÑOR BARRIOS.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BAYARDI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR BELLOMO.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑOR BENTANCOR.- Voto porla afirmativa. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Voto por la negativa. 
SEÑOR BIANCHI.- Voto por la negativa. 
SEÑOR BLASINA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR BOSCH.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CANET.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CARDOZO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CARMINATTI.- Voto por la negativa. 
SEÑORA CASTRO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR CONDE.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CHAPPER.- Voto por la afirmativa. 


SEÑORA CHARLONE.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR CHIESA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR CHIFFLET.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR DIAZ .- Voto por la negativa. 


SEÑOR DICANCRO.- Voto por la negativa. 


SEÑOR DOMINGUEZ.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR FALCO.- Voto por la negativa. 


SEÑOR FALERO.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR FERNANDEZ CHAVES.- Voto por la negativa. 


SEÑOR FERRARI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR FONTICIELLA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Voto por la afirmativa. 
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SEÑOR GARCIA PINTOS.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR GUARINO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR IBARRA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR LACALLE POU.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR LARA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR LAVIÑA.- Voto por la negativa. 

SEÑOR LEGNANI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MAHIA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MASPOLI.- Voto por la negativa. 

SEÑOR MELGAREJO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MELLO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI (Felipe).- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR MIERES.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR MOLINELLI.- Voto por la negativa. 
SEÑORA MONTANER.- Voto por la negativa. 
SEÑOR OBISPO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR ORRICO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR PAIS (Gabriel).- Voto por la negativa. 
SEÑOR PENADES.- Voto por la negativa. 

SEÑOR PEREZ (Darío).- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PEREZ MORAD.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PINTADO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PITA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR PONCE DE LEON.- Voto por la afirmativa. 


SEÑORA PUÑALES.- Voto por la negativa. 
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SEÑOR QUEIROS.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA RONDAN.- Voto por la negativa. 


SEÑOR ROSSI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR SANDE.- Voto por la negativa. 

SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SELLANES.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR SILVEIRA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SOTO.- Voto por la afirmativa. 

SEÑORA TOPOLANSKI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑORA TOURNE.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR TROBO.- Voto por la negativa. 

SEÑOR VAZQUEZ.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR VEIGA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR VIERA.- Voto por la afirmativa. 

SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Proclámese el resultado de la 
votación en cada Cámara. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- La vota- 
ción en el Senado obtuvo 17 votos afirmativos por el levan- 
tamiento de las observaciones del Poder Ejecutivo, en 28 
señores Senadores sufragantes. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Horacio Catalurda).- En la 
Cámara de Representantes votaron afirmativamente 51 
señores Representantes en 77 presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ambas Cámaras se han alcan- 
zado los tres quintos de votos, por lo que quedan levanta- 
das las observaciones del Poder Ejecutivo. 


6) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE .- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 20 y 13 minutos) 
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